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CONFIRMA AUTO
A N°027

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DOSIFICACIÓN PUNITIVA / ACUMULACIÓN JURÍDICA DE PENAS / EN CASOS DE CONCURSO DELICTIVO Y ACUMULACIÓN DE CAUSAS / ELEMENTOS / NUMERO DE ILÍCITOS, GRAVEDAD / PRINCIPIOS DE FAVORABILIDAD Y PROPORCIONALIDAD.
Imperativo es recordar que el indicador a tener en cuenta para la dosificación de penas tratándose de un concurso delictivo y/o de acumulación de causas o de fallos, es el número de ilícitos puestos en juego; y, además, aunque la norma no lo señale de manera expresa, la gravedad de las mismas. 

La institución de la acumulación debe ser concordante con los principios de favorabilidad y proporcionalidad, en cuanto uno de sus fines consiste en hacer menos aflictiva la situación del sentenciado al momento de purgar sus condenas, con fundamento en la llamada acumulación jurídica y no aritmética de las mismas. 

En cuanto a la forma como opera la referida acumulación, se tiene que al tenor de los artículos 470 y 460 de las leyes 600/00 y 906/04, respectivamente, surge imperiosa la aplicación de las disposiciones que regulan la tasación en los casos de concurso de conductas punibles, esto es, las reglas fijadas en el artículo 31 de la ley 599/00; pero sin que ello implique, como lo precisó la H. Corte Suprema de Justicia: “una nueva graduación de la pena -tal y como si ella nunca se hubiese fijado-, pues su correcto entendimiento alude a que la tasación de la pena se hará sobre las penas concretamente determinadas” en los respectivos fallos…
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintitrés (23) de junio de dos mil veinte (2020).

                                  Aprobado por Acta N° 473
                                  Hora: 8:00 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por la apoderada del señor HAMB, contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual se dio aplicación a la figura de la acumulación de penas a favor del sentenciado.
2.- PROVIDENCIA 

El señor HAMB fue declarado penalmente responsable por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira (Rda.) en sentencia de septiembre 03 de 2018, por medio de la cual se le impuso pena privativa de la libertad equivalente a 48 meses de prisión, al haber aceptado cargos por vía de preacuerdo como coautor del delito de concierto para delinquir -por motivo de la negociación se le suprimió el agravante- dentro del proceso radicado al N° 660016000000-2017-00132, en la cual se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Dicha determinación no fue objeto de apelación, por lo cual adquirió firmeza el mismo día de su proferimiento.
Posteriormente, el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante fallo de diciembre 06 de 2019, lo condenó a la pena principal de 32 meses de prisión al haber aceptado cargos por la vía del preacuerdo -se degradó su participación de autor a cómplice- en el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y dentro del proceso radicado al Nº 660016000000-2019-00192 en el cual se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena. Contra dicha providencia no se interpuso recurso de apelación, razón por la cual quedó en firme el mismo día en que fue proferida.

Mediante escrito de febrero 03 de 2020, la apoderada contractual del señor HAMB solicitó al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital se estudiara la viabilidad de proceder a la acumulación jurídica de penas.

El despacho de primer nivel, por auto de marzo 13 de 2020, resolvió favorablemente la acumulación jurídica al cumplirse los presupuestos establecidos en el dispositivo 460 C.P.P., a cuyo efecto partió de la sanción mayor, esto es, la proferida por el Juzgado Especializado -48 meses- y la incrementó en 19 meses y 12 días correspondientes a la condena de 32 meses proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito. En esas condiciones, la pena resultante ascendió a 67 meses y 12 días de prisión y multa de 1 s.m.l.m.v.  como principal, e igual lapso para la inhabilitación del ejercicio de derechos y funciones públicas. A la vez, se mantuvo vigente la inhabilitación permanente para ser inscrito como candidato a cargos de elección popular, ser elegido o designado como servidor público, y celebrar personalmente o por interpuesta persona contratos con el Estado. 

3.- RECURSO
La apoderada del sentenciado no estuvo de acuerdo con esa decisión, por tal motivo interpuso recurso de apelación y sostuvo:

En la sentencia de condena proferida en contra de su cliente por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) se estableció como pena lo convenido en la negociación con la Fiscalía, siendo esta la mitad del mínimo de la pena estipulada para la cantidad de sustancia incautada; es decir, el mínimo de 64 meses pasó a 32 meses en virtud del preacuerdo, con lo que puede inferirse que no se encontraron circunstancias de mayor punibilidad al momento de tasar la sanción, base con fundamento en la cual se dispuso la rebaja del 50%.

4.- Para resolver, SE CONSIDERA 
De acuerdo con lo referido en los párrafos anteriores, procede la Corporación a desatar el recurso de apelación que interpuso la apoderada del sentenciado HAMB, contra el auto interlocutorio por medio del cual el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas hizo la respectiva acumulación jurídica de penas.

Imperativo es recordar que el indicador a tener en cuenta para la dosificación de penas tratándose de un concurso delictivo y/o de acumulación de causas o de fallos, es el número de ilícitos puestos en juego; y, además, aunque la norma no lo señale de manera expresa, la gravedad de las mismas. 
La institución de la acumulación debe ser concordante con los principios de favorabilidad y proporcionalidad, en cuanto uno de sus fines consiste en hacer menos aflictiva la situación del sentenciado al momento de purgar sus condenas, con fundamento en la llamada acumulación jurídica y no aritmética de las mismas. 

En cuanto a la forma como opera la referida acumulación, se tiene que al tenor de los artículos 470 y 460 de las leyes 600/00 y 906/04, respectivamente, surge imperiosa la aplicación de las disposiciones que regulan la tasación en los casos de concurso de conductas punibles, esto es, las reglas fijadas en el artículo 31 de la ley 599/00; pero sin que ello implique, como lo precisó la H. Corte Suprema de Justicia: “una nueva graduación de la pena -tal y como si ella nunca se hubiese fijado-, pues su correcto entendimiento alude a que la tasación de la pena se hará sobre las penas concretamente determinadas”
 en los respectivos fallos, es decir, sobre las penas concretamente dosificadas en la forma y términos dispuestos en las sentencias, de modo que a partir de la pena más grave según su naturaleza […] solo sea necesario un simple ejercicio de comparación matemática entre las de igual naturaleza para saber cuál es la más grave”
, obviamente, sin que el quantum definitivo pueda traducir la suma aritmética de las sanciones o comportar el inaceptable desbordamiento del máximo previsto por el legislador
.

En el presente asunto, al comparar el quantum de las diferentes penas privativas de la libertad fijadas en las sentencias, se puede establecer que aquella que data de septiembre 03 de 2018 es efectivamente la más grave, toda vez que se fijó en 48 meses de prisión, por lo cual resultaba proporcional y equitativo adicionar a esta la cantidad de 19 meses y 12 días de prisión -correspondiente a la condena de 32 meses-. 
En criterio de la Corporación, la funcionaria de primera instancia en ningún momento se alejó de los lineamientos establecidos en los artículos 460 C.P.P. y 31 C.P., normas en las que se encuentran contempladas las reglas que orientan la materia, toda vez que se partió de la más grave -48 meses- y se incrementó “hasta en otro tanto”, esto es, sin exceder la suma aritmética, como situación que no desborda los parámetros de proporcionalidad atendida la gravedad de las conductas atribuidas y por las cuales se halló responsable penalmente al implicado. 
Frente a ese aspecto, se pasa a explicar lo siguiente en cuanto a las circunstancias que rodean este caso en particular. Obsérvese:
La apoderada del sentenciado se muestra inconforme porque en su sentir el incremento de la pena por motivo de la acumulación no debió superar el 50% de la pena impuesta por el Juzgado Cuarto penal del Circuito -lo que equivaldría a 16 meses-, al ser ese el porcentaje que se le otorgó al momento de imponerle la pena de 32 meses, amén del preacuerdo celebrado. No obstante, para la Sala tal postura no encuentra eco en los postulados que orientan la figura en comento, toda vez que la a quo en el instante de establecer ese “hasta otro tanto” para incrementar la pena más alta, solo debe verificar, como ya se indicó, que con ese proceder no se excediera la suma aritmética de las penas impuestas. Y aunque la letrada señala con buena intención que a su defendido se le otorgó una rebaja del 50%, ello en realidad no es del todo cierto, ya que el preacuerdo celebrado consistió en la degradación de su participación en el ilícito contra la Salubridad Pública, para pasar de autor a cómplice, y en ese entendido se dio aplicación a lo reglado en el inciso 2º art 30 C.P., motivo por el cual la pena a imponer resultó disminuida en la mitad, como así se hizo.

De procederse como lo reclama la parte inconforme, tal situación equivaldría a desconocer los delitos en los que incursionó el sentenciado, en tanto lo que se sabe es que ha estado vinculado a organizaciones criminales dedicadas a la comisión de homicidios y a actividades derivadas del tráfico de estupefacientes. E incluso en el proceso que se tramitó ante al Juzgado Cuarto Penal del Circuito, que es aquél en donde se debe analizar el porcentaje de dosificación por vía de la acumulación, se aprecia que fue capturado en situación de flagrancia  en poder de 457.3 gramos de sustancia vegetal conocida como cannabis sativa, lo que implica que ha mostrado proclividad a la comisión de conductas atentatorias contra el  bien jurídico de la Salubridad Pública que genera un gran daño social y de allí su extrema gravedad.
En ese orden, en contravía de la postura de la apoderada recurrente, considera la Corporación que el incremento de 19 meses y 12 días de prisión que efectuó la a quo a la pena más alta, no se observa desatinada; antes por el contrario, está acorde con las particularidades de los casos que se tramitaron en contra del varias veces sentenciado HAMB.

Por lo anterior, la Corporación acompañará la decisión proferida por el juzgado de primer nivel, al encontrarla ajustada a derecho.
5.- DECISIÓN  
Acorde con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto por medio del cual se dispuso la acumulación jurídica de penas en la persona de HAMB. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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